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Por consiguiente, resulta improbable la existencia de “ordenamientos únicos de  

preferencias” para todas las acciones, ordenamientos derivados de la  inherente  

racionalidad maximizadora, ya que debe considerarse que “mucho depende del 

concepto  de racionalidad que se use, y existen muchas caracterizaciones 

alternativas”, por lo que “la búsqueda invariable del interés propio en cada acto” 

como criterio para calificar a un comportamiento como “racional” y a sus 

desviaciones como “irracionales”, lleva  a  producir “una definición arbitrariamente 

estrecha de racionalidad” (Sen, 1977:  215). 

 

En virtud de lo anterior, podemos comenzar a inferir los límites y potencialidades de 

concebir el cambio organizacional como un proceso que, gracias a obedecer a  una  

predecible racionalidad individual maximizadora, se convierte en lineal y controlable. 

Leif Johansen, citado por Amartya Sen, afirmó: 

 

“(...) la teoría económica tiende a sugerir que los individuos son honestos sólo en 

la medida    en que tengan incentivos económicos para serlo. Éste es un 
supuesto del  homo economicus  que dista mucho de ser evidente y debe ser 
confrontado con las realidades observadas (...) el supuesto no puede ser cierto 
en su forma más extrema. Ninguna sociedad sería viable sin ciertas normas y 

reglas de conducta (...) necesarias para la viabilidad exactamente en los campos 
donde están ausentes los incentivos estrictamente económicos y no pueden 
crearse” (Johansen, 1976, citado en Sen, 1977: 196). 

 
Debe reconocerse entonces, que existen infinidad de incentivos que condicionan el 
cambio organizacional y que no obedecen a motivaciones egoístas ni a incentivos 
puramente económicos: 

 
“(...) entre los intereses propios y los intereses de todos se encuentran los  

intereses  de diversos grupos: familias, amigos, comunidades locales, grupos de 

colegas, clases económicas  y sociales. Los conceptos de la responsabilidad 

familiar, la ética empresarial, la conciencia de clase, etc., se refieren a estas 

áreas de interés intermedias” (Sen, 1977: 175). Es decir, “los grupos intermedios 

entre el individuo y los demás, como la clase y la comunidad, proveen el foco de 

muchas acciones que implican el compromiso” (Sen, 1977: 216) 
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De hecho, el que existan respuestas que no maximizan las ganancias “revela de 

inmediato  la presencia del compromiso como parte del comportamiento” (Sen, 1977: 

197). Dicho “compromiso”, “se relaciona a veces con un sentimiento de obligación 

que va más allá de las consecuencias. A veces se acepta la ausencia de ganancia 

personal en actos particulares considerando el valor de las reglas de 

comportamiento” (cursivas en el original) (Sen, 1977: 213-214). 

 

Ésta es la crítica de un Premio Nobel de Economía a este modelo de decisión 

racional individual. ¿Qué tienen que decir al respecto los estudiosos de la  Teoría  de  

la Organización (TO)? Es bastante reconocido entre los teóricos de la Organización  

que 

“Una razón mayor por la que las organizaciones no son instrumentos totalmente 

racionales en la persecución de metas es que la gente que las compone no es 

totalmente racional. Ellos rara vez tienen un ordenamiento consistente de metas, 

no siempre  persiguen  sistemáticamente las metas que tienen; tienen 

información incompleta,  tienen  una  incompleta lista de alternativas, rara vez 

conducen una exhaustiva búsqueda de alternativas  y no siempre conocen las 

relaciones entre medios organizacionales y fines” (March y Simon, 1958, citados 

por Ferrell, 1995). 

 

Los teóricos de las organizaciones reconocen dos factores críticos para el modelo 

racional:   la importancia de las instituciones sociales –y no sólo de los cálculos 

individuales– en los procesos decisorios, así como del análisis político necesario 

para dar cuenta de los aspectos que van más allá de lo racional en dichos  procesos. 

Las instituciones son productos societales y, en ese sentido, siguiendo las ideas de 

Douglas (1986), al estilo de Durkheim, la mente individual puede considerarse como 

una mente social personalizada, por lo que el arraigo de una idea es un proceso 

social en la medida en que “el proceso cognitivo más elemental del individuo 

depende de las instituciones  sociales” (Douglas, 1986). 
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El elemento sustantivo aquí es: ¿qué elementos reconoce la TO como 

condicionantes de la respuesta de los sujetos al cambio?, ¿la maximización de la 

ganancia individual? No necesariamente. Más aún, en el extremo 

“(...) resultaría falso afirmar que el mercado depende totalmente de motivaciones 

egoístas individuales. Existe el compromiso normativo con el sistema de 

mercado en sí, el elemento fiduciario necesario que sostiene los precios y el 

crédito. Se necesita hacer un  análisis (...)  para explicar porqué las posibilidades 

de hacer trampa no destruyen los procesos de mercado (...). El compromiso de 

los individuos con el grupo más amplio puede explicarse en buena medida (...) 

en función de una combinación de coacciones,  múltiples  relaciones  

entrecruzadas, convenciones e intereses personales” (Douglas, 1986:  70). 

Justamente ese “compromiso con el grupo más amplio” aparece en Allen, Miller y 

Nath (1988, citados por Barba y Solís, 1997) como elemento definitorio de ciertos 

tipos de cultura nacional. Así, en los países donde domina el individualismo, los 

puntos de vista individuales en torno a sus relaciones con la organización parten de 

una perspectiva calculadora. Por el contrario, en algunas sociedades colectivistas las 

relaciones entre el individuo y la organización tienen un significado moral. De ahí 

que sea claro que el concepto de compromiso organizacional tiene una connotación 

muy diferente en las sociedades colectivistas respecto de las sociedades 

individualistas: los empleados, por ejemplo, tienen valores de compromiso 

colectivista con la organización debido a  su  relación con los managers, los 

propietarios y los compañeros (colectivismo) y en menor medida con el trabajo en sí 

mismo o con un esquema de compensación particular  (incentivos individualistas)26. 

Por otra parte, reconocer la importancia de los procesos políticos y de la preferencia 

por estrategias de “no maximización de beneficios individuales” por parte de los 

actores, también lleva a reconsiderar la común afirmación de la teoría neoclásica en 

el sentido de que, ante un incentivo racional, siempre se obtendrá, de manera 

automática, una respuesta conductual racional 

                                                           
26

 En un sentido más simple, por ejemplo, la cultura de clan permitiría evitar la sindicalización de 
los empleados (el caso de Japón), mientras que la “cultura de confrontación” favorecería, por el 
contrario, la sindicalización, como es el caso de Francia (Davies y Weiner, 1985, citado en Dupuis, 
1995). Por supuesto, al analizar el cambio organizacional implícito en el fenómeno de la 
sindicalización existen más variables en juego además de la cultura nacional. 
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“La explicaciones causales y mecánicas son válidas en el campo de la física. Las 

causales y funcionales lo son en el de la biología (...) Pero no se puede aplicar  

ninguna  teoría  equivalente a la de la evolución biológica al comportamiento 

humano (...) los seres humanos pueden hacer cosas que están vedadas a los 

demás organismos biológicos: pueden utilizar estrategias de espera, retroceder 

aparentemente para avanzar más tarde y efectuar otros movimientos indirectos” 

(Douglas, 1986: 57). 

 

Para explicar el proceso de cambio, la Teoría de la Organización utiliza 

precisamente ese tipo de “análisis estratégico”. Para ello, se comienza por reconocer 

que “más de una racionalidad opera en las organizaciones”; múltiples racionalidades 

atraviesan a la misma organización, simplificar la cuestión es asumir la existencia de 

una racionalidad organizacional que suele ser la de la “coalición dominante”. 

Frecuentemente, la  racionalidad de la alta dirección es generalizada a la 

organización entera como si esta racionalidad pudiera excluir a las otras: 

“racionalidades separadas de profesionales, trabajadores técnicos y otros,  son a  

menudo desconocidas e  inexploradas, desarrollando  un modelo incapaz de explicar 

las diferencias en interés, conflicto, dominación y subyugación dentro de la 

organización” (Ferrell,  1995). 

Así, mientras la ciencia de la Economía reconoce las “asimetrías de información”, 

corresponde a la Teoría de la Organización (TO) estudiar e identificar las raíces de 

dichas asimetrías, los arreglos de poder que las posibilitan y las decisiones 

estratégicas de la coalición dominante que favorecen la preservación de ese orden. 

Se trata, es cierto, de reconocer las limitantes de la elección racional –como las 

asimetrías de información, por ejemplo– como una necesaria fase de análisis, pero 

no puede omitirse el núcleo mismo del proceso político que las origina. 

A través de los estudios sobre el poder en la TO, “el énfasis (es) cada vez mayor 

hacia los procesos sociales y políticos a través de los cuales el poder organizacional 

es movilizado y legitimado”, con lo cual “el foco de atención cambió hacia la  

develación  de  la manipulación ideológica y política que opera detrás de la fachada 

pública de estabilidad y orden” (Barba y Solís, 1997: 39). 
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Asimismo, para que un comportamiento sea reconocido socialmente como “racional”, 

tendrá que ser institucionalizado, y “la institucionalización como proceso es  

profundamente político y refleja el poder relativo de los intereses organizados y de 

los actores que se movilizan alrededor de ellos” (Barba y Solís,  1997:68). 

En ese sentido, la TO reconoce que las fuerzas más decisivas sobre las 

organizaciones no provienen de presiones racionales hacia una mayor eficiencia, 

sino de presiones sociales y culturales que conforman las creencias convencionales 

(Scott, 1992, citado en Barba y Solís, 1997: 66), que llevan a las organizaciones a 

internalizar los “mitos racionalizados que impregnan a las sociedades modernas” 

(Meyer y Rowan, 1977: 309). De ahí  que,  de  acuerdo con Barba y Solís (1997: 68), 

aparezcan criterios fundamentales para distinguir los ambientes técnicos 

(prevalecientes en las decisiones del sector privado) de los  institucionales 

(fundamentales para el sector público): 

 

- los sectores técnicos son aquellos donde un producto o servicio es intercambiado 

en un mercado que recompensa a las organizaciones por un control eficiente del 

proceso de trabajo; 

- los sectores institucionales están caracterizados por la elaboración de reglas y 

requerimientos a los cuales la organización individual debe ajustarse si espera recibir 

soporte y legitimidad de su ambiente. 

 

Pasemos ahora a la segunda limitación de los modelos organizacionales propios del 

sector privado cuando se enfrentan a la problemática del sector público: al acentuar 

una gestión “intraorganizacional” e independiente, no logran afrontar la complejidad 

e interdependencia propias de la arena estatal. 

Como se mencionó anteriormente, la segunda limitación la constituye el supuesto de 

que la decisión racional individual lleva al marcado carácter intraorganizacional 

que  caracteriza a la gestión privada. 

De acuerdo con Perlman (2003), una de las recomendaciones de la Nueva Gestión 

Pública llevaba  a  la  creación  de  agencias  semi-autónomas  para  la  entrega  de  

ciertos  bienes o servicios. Esto permitiría a los proveedores concentrarse en su 
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“negocio central”: la producción eficiente de servicios de calidad y la  eliminación de 

la  “distracción” exigida  por la evaluación de políticas alternativas. Al desvincular 

estos procesos de provisión de bienes y servicios “de calidad” de la definición de 

políticas, surgen oportunidades para  crear acuerdos de tipo más contractual en los 

que se proveen incentivos al  buen  desempeño. Es decir, una vez que se 

“despolitiza” el debate, se puede  promover  un  control descentralizado mediante 

“cuasi-mercados” con proveedores de servicios públicos que se limitan a competir 

por recursos provenientes de “los que definen las políticas” y de los donantes. En  

estas agencias semi-autónomas, las discusiones tendrían que limitarse a   la cadena 

de contratos de desempeño que conducirían al ‘Principal’, único interesado en 

obtener mejores resultados dentro de un sector sobre el que poseería una autoridad 

indiscutible. 

El control descentralizado que se encuentra en contratos de desempeño a  cargo  de  

agencias semi-autónomas ejecutoras de “segmentos” de políticas, llevaría a cumplir  

el sueño dorado de cualquier tecnocracia: mayor eficiencia y anulación de todo 

conflicto político. Sin embargo, de acuerdo con Mintzberg (1999), “para aislar las 

actividades del gobierno del control jerárquico directo en la forma en que lo prescribe 

la gestión privada,    es necesario formular políticas claras, sin ambigüedades, desde 

la esfera política, que sean ejecutadas en la esfera administrativa”. Es decir, las 

políticas tendrían que mantenerse bastante estables en el tiempo y los políticos –

como directivos de empresas– tendrían que mantenerse al margen de tales políticas. 

En ese  sentido 

“¿Cuántas políticas en el gobierno actualmente pueden simplemente ser 

formuladas en un lugar para ser ejecutadas en otro, en vez de ser elaboradas a 

partir  de  un proceso iterativo  que implique tanto políticas como administración? 

La creencia de que en el gobierno las políticas y la administración pueden 

separarse –como la formulación y la ejecución en la planeación corporativa– es 

otro antiguo mito que debería pasar a mejor vida” (Mintzberg, 1999). 

 

En el ámbito de la gestión aplicada, Perlman (2003) nos lleva a reconocer que el 

espíritu weberiano difícilmente desaparece sólo por instaurar cadenas de contratos 

entrelazados debido a que “la mayoría de las funciones gubernamentales todavía 

están  siendo  realizadas por burocracias integradas verticalmente”. De acuerdo con 
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Polidano (1999,  citado en Perlman, 2003), si existe alguna mejora en eficiencia 

gracias a la generación de agencias semi-autónomas, ésta podría verse más que 

cuestionada por ciertos fenómenos simultáneos: 

 

- la mejora en eficiencia genera efectos mixtos en  equidad; 

- los costos de transacción de las reformas radicales necesarias para obtener 

agencias autónomas de despacho de servicios tienden a exceder las mejorías  de  

eficiencia  resultantes de su desenredo; 

- las reformas que buscan aislar y separar compradores de proveedores, algunas 

veces reducen la responsabilidad por los resultados en lugar de  aumentarla;  

- para que la mejora en eficiencia no sea algo pasajero, se requieren aspectos de 

origen social, político y jurídico, pre-requisitos para arreglos efectivos de tipo 

contractual, tales como la provisión de fondos predecible, políticas creíbles y una 

regulación legal del personal. Justamente por ese tipo de efectos, suele afirmarse  

que 

“la agencia ejecutiva casi autónoma está bien para muchos de los servicios 

apolíticos  y sencillos del gobierno como el despacho de pasaportes. Vamos a 

dejarlo así y no pretendamos que se trata de un nuevo tipo de ‘mejor manera’”, 

por ello, “el modelo red es necesario para muchas de las actividades 

impredecibles y complejas de los  gobiernos de  hoy, como gran  parte de las 

políticas que se formulan, los servicios de alta tecnología y ciertos tipos de 

investigación” (Mintzberg, 1999). 

 

Tomemos un ejemplo latinoamericano reseñado por Perlman (2003) que sirve  para  

justificar este tipo de juicios.  En El Salvador  se propuso un programa para el 

incremento  de la mediación como una solución alternativa de disputas en la 

Procuraduría.  Sin  embargo, cuando se aplicó el programa, fue evidente que no 

alcanzaba más allá de la  propia institución en su intento por promover el cambio. 

Más aún, a pesar de que el programa propuesto dependía de que las personas 

sometieran casos a la mediación y no a un juicio, no indicaba que cambiaría el 

comportamiento de los usuarios ni, obviamente, el  de los jueces. De hecho, estos 

actores ni siquiera fueron incluidos en el programa de capacitación. 
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Desde la TO, los peligros de utilizar exclusivamente a la organización como unidad 

de análisis han sido plenamente identificados: el aislarse de las interrelaciones 

macroeconómicas, políticas, históricas y societales de la organización, el énfasis 

exclusivo  en sus metas, la negación de las dinámicas de poder a través de las 

cuales  las  organizaciones logran ganar cierto control, además de su retraimiento de 

asuntos vinculados con clases sociales, lazos comunitarios, estratificación social y 

conflicto político, entre otros (cf. Ferrell, 1995). 

Pasemos ahora a las implicaciones de la segunda característica propia  de  las  

organizaciones públicas que lleva a la incompleta transferencia de modelos 

organizacionales del sector privado. 

Como señalamos, la ausencia de precios en muchos bienes públicos que son 

indivisibles  y cuya provisión por parte del mercado empujaría a una situación 

socialmente indeseable conduce a la exclusión de una parte de la población que por 

falta de poder adquisitivo no podría acceder a su disfrute. El criterio utilizado para  la 

provisión de un bien o  servicio  por parte del oferente en  el mercado  es fácilmente 

medible y anula cualquier posibilidad  de debate en materia de justicia social: la 

exclusión del mercado de aquellos potenciales demandantes que carecen del poder 

adquisitivo necesario para “competir” por un bien, siendo este rasgo la única 

cualidad que determina el “poder de elegir” y el derecho a ser reconocido como 

“cliente”. 

Precisamente por eso, la transferencia de modelos organizacionales del sector 

privado al sector público tropieza con incompatibilidades que van más allá de lo 

meramente semántico. El sector público atiende ciudadanos, no clientes. No se trata 

de una diferencia menor. El ciudadano tiene derechos y, por consiguiente, 

obligaciones, las cuales también corresponden al proveedor de un bien o servicio  

público: 

“La empresa está empeñada en vendernos cuanto pueda, manteniendo una 

relación distante controlada por las fuerzas de la oferta y la demanda. No tengo 

problemas con esta noción en  lo que se refiere a autos, lavadoras o pasta 

dentífrica. Pero la salud es otra cosa... y otros servicios profesionales complejos. 

Los vendedores saben mucho más que los compradores, quienes apenas si 

pueden descubrir qué necesitan. En otras palabras, el modelo de propiedad 
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privada tiene sus límites, por mucho que proporcione a los ‘clientes’ un 

maravilloso mercado ecléctico. No soy un simple consumidor de mi gobierno,  

muchas gracias.  Espero algo más  que un intercambio distante” (Mintzberg, 

1999: 200). 

Los ciudadanos no son clientes. La figura de “ciudadano” se construye, no debería 

tratarse de un cliente que sólo busque el bienestar individual, inmediato, pasajero, 

propio de esa “relación distante”. Al contrario, los ciudadanos “son, o deberán ser, en 

la teoría democrática, los jefes de los funcionarios elegidos, y no los consumidores 

de servicios” (Perlman, 2003). En el ámbito político, esta búsqueda de “clientes” lleva 

al deterioro de la democracia misma. De acuerdo con Kersting (2000: 220), en el 

mundo global, el poder se gana en una competencia y el concepto de competencia 

genera asociaciones mercantiles. Aparece la racionalidad basada en la 

mercadotecnia, orientada a ganar el  mayor número  de ‘clientela electoral’; mientras 

las elites intercambian promesas y programas por votos, el ciudadano se convierte 

en el consumidor que elige entre las ofertas de  programas  existentes en el mercado 

político. En ese  sentido, 

“¿Realmente va a conseguir la Administración Pública la legitimidad perdida y la  

credibilidad ansiada con unos políticos empresarios con cuentas de resultados 

que mezclan dineros y votos, con unos empleados que tienen como objetivo 

principal mejorar indicadores para poder ampliar al máximo su parte variable del 

sueldo y, finalmente, con unos clientes    de servicios públicos que se comportan 

como tales, muchas veces, de forma irracional (‘el cliente siempre tiene la razón’ 

favorece pautas indeseables), pero que no están dispuestos a reconocer ni una 

sola obligación?” (Ramió, 1999). 

 

El uso común del término “cliente” no es cosa trivial. El lenguaje es acción:  legitima, 

decreta, anula, permite. Y, en ese sentido, administrar no se restringe a dirigir, 

establecer normas, regir facetas periféricas y públicas de la vida cotidiana sino  que 

“es también operar sobre la existencia misma, sobre el propio existir, sobre lo 

que desaparece   y lo que tiene presencia, sobre lo que tiene duración y lo que 

está condenado a la destrucción, sobre aquello que habrá de ser recordado, que 

habrá de tener una relevancia y de lo que estará destinado al olvido” (Mier, 2005: 

40). 

Los valores implícitos en cualquier herramienta administrativa desempeñan un papel 

central para el rumbo que habrá de tomar el proceso de cambio organizacional. Así, 
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“hay que implantar determinadas técnicas y ‘recetas’ y, con el tiempo, se asumen 

consciente o inconscientemente los valores, conceptualmente mucho más pobres 

que los públicos, asociados a estos instrumentos”, de modo que “valores como la 

equidad, la ciudadanía,    los impactos sociales, la gobernabilidad, la igualdad en el 

trato, etc., son valores que guardan poca relación con eficiencia a ultranza, con 

‘clientes todopoderosos’, con complementos de productividad” (Ramió, 1999:  79-

83). 

Finalmente, siguiendo con Ramió (1999: 85), ¿de qué tipo de “clientes” estaríamos 

hablando?, ¿únicamente se consideraría la satisfacción de usuarios directos de los 

servicios públicos, o la satisfacción de toda la sociedad (usuarios directos, indirectos, 

no usuarios)? Existen beneficiarios que no son usuarios o “clientes” directos de un 

programa, cuya percepción tendría que ser decisiva al momento de evaluar a la 

Administración Pública.   Por ejemplo, los programas de inmunización para prevenir 

enfermedades contagiosas aumentan el bienestar, particularmente de la población 

no vacunada –al  reducir  sus  riesgos de infección–, de la misma manera en que 

algunos programas de bienestar social generan una red de protección  que puede 

ocasionar impactos positivos para la sociedad en general (Echebarría y Mendoza, 

1999). 

En conclusión, la función de “cliente” se percibe positivamente en tiempos en los 

que, de acuerdo con el Nuevo Institucionalismo Sociológico, un “mito racionalizado” 

y “legitimador” en el ambiente es el Mercado. No obstante, introducir un término 

propio de  la esfera del Mercado en la esfera del Estado –como es la expresión 

“cliente”– genera un cambio que no sólo es semántico, sino que lleva a “resignificar” 

y a modificar profundamente la lógica de todos los actores involucrados en la arena 

estatal en la medida en que se busca implementar como eje rector del 

comportamiento un valor esencial para la esfera mercantil: la competencia. 

Competencia por recursos presupuestales “focalizados”, por contratos temporales, 

por atender más “clientes”, por el logro de indicadores cuantitativos, entre otras 

situaciones. Efectivamente, luego de la promoción de los “valores 

neoempresariales”, las relaciones entre actores se ven “resemantizadas” y 



ANÁLISIS ORGANIZACIONAL, VOLUMEN 1, NÚMERO 1 

 

REMINEO A.C.                                                         ISSN: 2007-1574                                                                119 

“reelaboradas”   al interior de la esfera pública. Por ejemplo, de acuerdo con Ramió 

(1999: 90-91): 

- el rol de cliente permite maximizar los bienes y servicios públicos con una 

incidencia individual, sin preocuparse por perder los derechos asociados al concepto 

de ciudadanía que afecta a bienes y servicios públicos con una incidencia  colectiva; 

- de ahí que la relación entre políticos y ciudadanos también  se modifique,  al 

convertirse  en una relación comercial consistente en intercambio de votos y de 

bienes y servicios públicos, maximizando los intercambios de carácter individual, 

minimizando los de  carácter colectivo; 

la relación entre empleados públicos y ciudadanos conduce, al convertirse éstos en 

“clientes”, al descuido de las dimensiones esenciales de la prestación del  servicio  

(poniendo el acento sólo en las dimensiones de “atención al cliente” e imagen), 

además de que,  de  acuerdo  con  una  adecuada  “segmentación  de  mercado”,  

existen clientes “de  segunda” cuando se pone de manifiesto que “la relación con 

clientes de servicios públicos no tiene por qué ser simétrica”; 

- entre los políticos y los empleados públicos, la relación es de índole meramente 

gerencial en la medida en que la rendición de cuentas se circunscribe a la  

evaluación  del rendimiento. Por esta razón, los empleados sólo se preocupan por 

obtener los “complementos de productividad”, e impulsan un tipo de conducta que se 

obsesiona por   el “cómo” en detrimento del “por qué”; 

- por último, el vínculo entre políticos y empleados públicos con  organizaciones 

formadoras puede terminar por cerrar el círculo del “pensamiento único”: se tratará 

de buscar un adiestramiento inspirado en “recetas” y valores que les permitan 

superar incertidumbres y “crisis de legitimidad”. Llevado al extremo, el desenlace de 

este proceso podría ser 

“(...) la paulatina pérdida de identidad de la Administración Pública, de los 

valores y de la ética pública, junto con el predominio de los criterios de mercado 

económico  y  de  unos nuevos y parciales criterios de mercado político. El 

proceso de externalización se irá acentuando, generando potentes grupos 

empresariales, con clientes cautivos y sin tener que dar apenas cuentas a nadie 

de sus acciones y rendimientos (...). Se va  a configurar  una  nueva carrera 

profesional consistente en hacer méritos en la política y en la función pública 

para, posteriormente, recoger los beneficios del esfuerzo una vez (que) se 
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incorporen al tejido privado (...)” (Ramió, 1999: 92). 

 

Reconocer estos impactos en la “resignificación” de las relaciones entre diversos 

actores forma parte de los Estudios Organizacionales. Procedamos ahora a 

reflexionar sobre la tercera característica del sector público: la posible no 

concordancia entre recursos presupuestales asignados y desempeño  alcanzado. 

 

3. Falta de estricta correspondencia entre el presupuesto de una organización 

pública y   su desempeño, a fin de que los procesos económicos y sociales puedan 

desarrollarse de forma segura y sin sobresaltos. Esto nos lleva a reconocer otras dos 

características  distintivas del sector público: 

a) la naturaleza distinta de los procesos de creación de valor,  y 

b) la dificultad para medir el valor creado por las administraciones públicas. 

Comencemos por analizar la trascendencia del primero de estos aspectos, es decir, 

la naturaleza distinta de los procesos de creación de valor por parte del sector 

público. De acuerdo con Echebarría y Mendoza (1999), la medición costo-beneficio 

no es tarea fácil en tareas o programas públicos esenciales, porque: 

- como ya se señaló, existen beneficiarios que no son usuarios o “clientes” 

directos del programa, por ejemplo, en programas de inmunización para 

prevenir contagios o pago de pensiones no contributivas. En el primer caso, el 

valor se crea no sólo por la existencia de externalidades (el aumento de la 

población vacunada reduce los riesgos de infección de la población no 

vacunada),  sino  también  porque  este  tipo  de  programas materializa los 

valores y las preferencias sobre el tipo de sociedad que un programa de 

gobierno pretende construir, por ejemplo, una sociedad más solidaria que 

garantice la salud pública y, por lo tanto, la dignidad humana. Medir los 

“valores” implícitos en un programa público y la promoción que de ellos se 

realiza a partir de la acción estatal, se convierte en una labor compleja; 

- algunos de los programas de bienestar social producen un valor similar al de 

una póliza  de seguros al constituir una red de protección social ante la 
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eventualidad de una desgracia personal o familiar; 

- existen programas públicos que buscan dotar a sus ciudadanos de  

capacidad  de respuesta para afrontar amenazas naturales o construidas, 

como los programas de  vigilancia contra incendios forestales que crean 

valor a partir de su  posible  efecto disuasorio o por el sentimiento de 

seguridad que proporcionan a la  sociedad; 

- hay programas que crean valor a través de las regulaciones, como los 

programas de seguridad vial o de reducción de las emisiones de gases 

tóxicos,  que  imponen  la  obligación a los particulares de modificar sus 

patrones de conducta o de realizar tareas productivas. 

El aumento o disminución del  valor creado  dependerá de las percepciones sociales 

sobre  la manera en la que el proceso político-administrativo responde a las distintas 

demandas: transparencia, equidad, no discriminación, legalidad y receptividad 

forman parte integral de dicho valor. La eficacia y la equidad se derivan de las 

concepciones de cada espacio geográfico y temporal, por lo que deben decidirse y 

evaluarse en términos estrictamente políticos y gestionarse en términos de ética 

pública (Ramió, 1999:  86). 

En el  caso del segundo aspecto,  es decir, de la dificultad para medir el valor 

creado por  las administraciones públicas, se tiene que distinguir entre lo que un 

programa produce materialmente (outputs) y los resultados (outcomes) o impactos 

que realmente genera la acción administrativa. Así, existen actividades de una 

organización con su entorno que tienen un valor que va más allá de sí mismas como, 

por ejemplo, las sesiones  de  vacunación o la publicación de boletines oficiales de 

estándares máximos de emisión de gases contaminantes. Se produce una cadena 

causal que relaciona  estas  actividades  (outputs o productos) con lo que sí tiene 

valor en sí mismo y sintetiza la legitimidad de una organización pública (outcomes o 

impactos), debido a que los impactos deseados dependen de valores políticos y 

públicos y no empresariales (Ramió, 1999:  86). 

Las técnicas de gestión propias del sector privado rara vez reconocen este tipo de 

matices debido a su marcado sesgo hacia la cuantificación, en especial de los 
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productos, lo que conlleva el riesgo de identificar los resultados sólo con aquella 

parte de los mismos que puede ser objeto de medición cuantitativa. Por dicha 

circunstancia, más allá de premiar la reducción de costos, tendrán que considerarse 

los impactos sociales generados por  ella 

Se presupone que en las transacciones individuales que se dan en el mercado se 

puede captar la totalidad o la mayor parte del valor creado, además de reflejar todos 

los costos en que se ha incurrido para su creación. Por lo tanto, los efectos 

ocasionados por la actuación de la empresa que escapan al mercado (o 

“externalidades”) son ignorados por las técnicas empresariales y, como se trata de 

efectos difíciles de medir, el sesgo hacia la cuantificación refuerza la tendencia a la 

omisión. 

En conclusión, las técnicas de gestión privada pueden contribuir a la mejora de 

actividades relativamente autosuficientes, y con escasas interrelaciones externas, 

cuyas  medidas  de éxito sean estables y puedan identificarse y calcularse con 

claridad por medio de  indicadores internos o de mercado; sin embargo, “la 

experiencia demuestra la dificultad     de estandarizar comportamientos y resultados 

en servicios donde la actividad pública persigue múltiples objetivos y su verdadero 

impacto no es fácil de medir” (Echebarría y Mendoza, 1999). 

Por lo tanto, no puede caerse en el extremo de considerar que el grueso de la  

Administración Pública puede trasladarse a agencias semi-autónomas cuya forma de  

control se base en el logro de indicadores previamente estipulados en contratos de 

desempeño. Este modelo –resumido por Mintzberg (1999) en la fórmula “aislar, 

asignar, medir”– implica “descentralizar para centralizar” o “aflojar para estrechar”, 

reforzando el control jerárquico convencional mediante la imposición de objetivos 

impersonales estrictos que deben cumplirse. Para este autor, muchas actividades se 

encuentran en el sector  público debido, precisamente, a problemas en la medición: 

“si todo  estuviera tan  claro como el agua y todo beneficio fuera tan fácilmente 

atribuible, hace tiempo que esas actividades estarían en el sector privado”. 

Al respecto, Perlman (2003: 12) reseña la propuesta realizada en la administración 

pública guatemalteca que intentaba reducir gastos públicos e incrementar la 
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eficiencia: se propuso que los funcionarios podrían recibir un porcentaje de los 

ahorros obtenidos de los presupuestos bajo su responsabilidad siempre y cuando se 

lograran los objetivos. La implementación de la propuesta generó dificultades en 

distintos  órdenes: 

 

- ético y jurídico: al llevar a cuestionarse sobre qué tan correcto era permitir a los 

funcionarios públicos lucrar con las organizaciones a su  cargo; 

- técnico: aunque la propuesta fuera legal, existían problemas prácticos para 

ejecutarla porque no estaba claro quién participaría del ahorro, es decir,  ¿deberían  

esas  bonificaciones ser distribuidas sólo entre funcionarios de primera línea?, ¿qué 

pasaría con los mandos medios? ya que seguramente ellos también contribuyeron al 

ahorro y a la eficiencia; 

- laboral y político: se vislumbró que, inmediatamente que los no sindicalizados  

recibieran una parte de la bonificación, sería muy probable que los sindicatos lo  

exigieran,  provocando la inestabilidad laboral; 

- de legitimidad: surgieron cuestionamientos sobre la influencia de un incentivo de 

este tipo en  la  precisión  de  la  presentación  de  resultados,  por   ejemplo,   de  

obedecer  sólo al “incentivo racional”, podría resultar en la promulgación de éxitos 

alcanzados sin que estos resultados fueran reales para la sociedad y no sólo para 

los  funcionarios. 

Existen críticas, desde las perspectivas administrativa y organizacional, al 

indiscriminado uso de indicadores para medir los resultados de la administración 

pública. De acuerdo con Perlman (2003), puede reforzarse cualquiera de los 

siguientes  efectos: 

 

a) una tendencia a comparar modelos de gestión concentrándose únicamente en  

estructuras y en características a las que puede darse seguimiento usando 

indicadores, dejando de utilizar la observación y otras técnicas de orden cualitativo. 

Esta consecuencia directa del Nuevo Institucionalismo Económico lleva a comparar 

únicamente indicadores para decretar la conveniencia del traslado de un modelo 

exitoso  aparentemente  “universal”, sin considerar contingencias institucionales  
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diferentes. 

 

b) La preocupación por la medición del trabajo –outputs, productividad, eficiencia– 

lleva a desdibujar su definición, sus objetivos y su misión, soslayando entonces lo 

más importante de la acción pública: la calidad, factibilidad y oportunidad en la 

formulación e implementación de políticas públicas. En el mismo sentido, Majone 

(1997: 170) concibe al análisis de las políticas como un proceso de argumentación y, 

a la vez, como un trabajo de fina artesanía, en la medida en que se trata de un 

producto analítico que no puede ser un generado “en serie”, de forma mecánica. 

 

El carácter artesanal de la formulación de políticas se refiere a la capacidad del 

analista   para ser convincente y para plantear argumentos sólidos, con buenas 

razones y evidencia,   a partir de la información y teoría disponibles sin bastar para 

ello las reglas técnicas generalizables a aplicar en cualquier caso. Esto porque, 

además de la esfera puramente técnica (datos, técnicas de procesamiento, métodos, 

modelos), es fundamental el trabajo personal, artesanal27, realizado mediante la 

argumentación, que es el “vínculo que conecta los datos y la información con las 

conclusiones del estudio analítico” en “una mezcla compleja de enunciados factuales 

y apreciaciones subjetivas” y que, para su capacidad persuasiva, requiere evidencia 

empírica relevante, no simples hechos y datos sino interpretación, traducida en 

“información seleccionada e introducida en puntos clave del argumento con el fin de 

persuadir a un auditorio particular de la verdad o falsedad de un enunciado de 

hecho” (Majone, 1997: 171). 

La situación se complica si se considera la frecuencia con la que la información, más 

que servir de fundamento para la toma de decisión, tiene que servir para justificar y 

legitimar decisiones previamente tomadas. La información se asocia también al 

poder  y  sirve  de base para su ejercicio. La toma de decisiones no pone en juego 

                                                           
27

 Una característica propia de la época preindustrial era que “casi todos los artesanos trabajaban 
por su cuenta, en su casa, con sus propios instrumentos y a su propio ritmo” (Wright, 1968, citado 
en Hassard, 1990) dado que, antes de la revolución industrial, el trabajo se caracterizaba 
esencialmente por su irregularidad hasta que el sistema de fábricas impuso a los operarios un 
empleo de tiempo mucho más rígido. Trasladar mediciones propias del sector privado al público 
puede acentuar formas de gestión industrial en una era pretendidamente post-industrial. 
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solamente la información, sino los valores e ideologías: “las argumentaciones son 

lecturas objetivadas por los actores que, haciéndose estrategas, retienen solamente 

algunas facetas del objeto de discurso”, por lo que “la construcción de la 

argumentación se inscribe en una perspectiva de persuasión más que de 

descripción” (Déry, 1990). La argumentación es básica en un entorno democrático, 

por lo que el  proceso  de  persuasión recíproca es fundamental en la hechura de las 

políticas, modelo en el que la discusión y la deliberación pública –que involucra 

juicios morales y  elecciones  de  políticas– (Gordon, 2000) distingue al sector 

público del  privado. 

 

c) Si se busca pasar de la retórica de la Nueva Gestión Pública y llevar a la realidad 

la atención privilegiada dirigida a los “clientes”, tendría que procurarse “un especial 

cuidado en asegurar que los indicadores clave utilizados por los Agentes en las 

instituciones públicas surjan de y sean revisados por los ciudadanos/clientes”, es 

decir, por  los auténticos Principales en la compleja relación implícita en la prestación 

de servicios públicos; sin embargo, tendrían que considerarse las naturales 

asimetrías de información provenientes del dominio técnico, por parte de la 

burocracia, sobre ciertas actividades públicas. 

 

d) Puede presentarse la multiplicación y complicación de indicadores en vez de su 

reducción y simplificación. Con ello, lejos de cumplir la promesa de pasar a la era de 

las “organizaciones post-burocráticas”, las disfunciones atribuidas al modelo 

burocrático se acentúan, junto con el proceso universal de racionalización y de 

confinamiento en “la jaula de hierro”. Son célebres los términos de “incapacidad 

adiestrada” y de “ritualismo”, fruto de la exagerada preocupación por el cumplimiento 

de las reglas (Merton, 1968) –aplicables también al cumplimiento de indicadores–, 

así como las funciones reales de las normas (y,  de nuevo, de los indicadores): 

legitiman el castigo, encubren la dominación, permiten el control a distancia, son 

utilizadas por los jefes para negociar con los empleados, además     de preservar la 

apatía, al especificar un nivel mínimo de desempeño (Gouldner,  1954). 
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Como cualquier medida técnica, el establecimiento de indicadores se ve sujeto a la 

interpretación y al juego de intereses derivado de la multiplicidad de actores 

involucrados en el terreno público. El caso del Ministerio de Educación en Nicaragua 

es revelador al respecto, al establecerse un mecanismo para proporcionar 

representación sindical y ciudadana en el Consejo Ministerial: 

“La participación de ciudadanos en este Consejo resultó en  la  adopción  de  

nuevos indicadores para el desempeño, incluyendo el número de bancas en  los  

salones  de  clase debido a la tremenda falta de éstas. El sindicato de los 

profesores se opuso porque no consideraban prioritario el uso de recursos para 

ese fin y el Ministerio se  encontraba  operando con un déficit presupuestal. El 

sindicato abogó por la adopción de un nuevo indicador: el número de profesores 

certificados contratados para llenar los cargos. Desafortunadamente, había una 

gran carencia de profesores certificados en el país, y pocas instituciones  para  

certificarlos.  Los  representantes  de  los  ciudadanos  se  opusieron  a la 

adopción de ese indicador porque resultaría en una falta de profesores en las  

clases”  (Perlman, 2003: 10-11). 

 

Como era de esperarse, a través de la adopción de dichos indicadores crecieron las 

expectativas de una mejor infraestructura educacional y de un cuerpo de profesores 

más calificado. La situación era complicada porque la razón para el incumplimiento 

de indicadores era de carácter estructural: debido a una reducción del presupuesto, 

ninguna  de las dos expectativas logró ser satisfecha. Así, fue  difícil  encontrar  

profesores  certificados y los que había no podían ser contratados porque se 

cotizaban  muy  por  encima del promedio;  además, un número  adecuado de 

escritorios no podía comprarse  por falta de presupuesto. Con ello, un proceso 

técnico –como el establecimiento de indicadores– terminó por desencadenar un 

conflicto político de grandes  dimensiones: 

“No sólo el Ministerio no cumplió las expectativas de los ciudadanos establecidas 

por los nuevos indicadores, sino que también la atención al monitoreo de esos 

indicadores desvió la atención al seguimiento de aquellos tradicionales de 

desempeño educacional, como la  asistencia estudiantil, la matrícula y la 

proporción estudiante-profesor (...). Lejos de mejorar, resultó en un rompimiento 

de comunicación entre Ministerio y sindicato y ése, entre otros factores, casi 

llevó a una huelga” (ídem). 

e) Por ello es que, al establecer indicadores, debe considerarse el tipo de labores  

que  marcan la cotidianidad del sector público: “una buena parte de profesiones  
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libres  conservan una organización del trabajo flexible, centrada en tareas ligadas a 

tales o cuales acontecimientos” (Hassard, 1990)28. 

 

f) El indicador puede convertirse en un referente vacío de sentido en la medida en 

que   sólo transmite información, muchas veces sin mayor relevancia con respecto a 

un contexto social más amplio o espacio organizacional más concreto, debido a que 

cualquier producción simbólica 

“(...) es el resultado de una interrelación dialéctica entre contexto, actores y  

narrativas sociales (y) el símbolo no es sinónimo de signo pues (...) lo simbólico 

–al pertenecer al mundo del imaginario– responde al pensar, al placer de crear, a 

la voluntad de producir sentido y en eso se distingue del signo que no hace más 

que informar. Los modelos tecno-racionalizadores, al querer hacer del signo un 

símbolo, empujados por la racionalidad económica, empobrecen   la 

organización simbólica del trabajo” (Chanlat, 1990). 

g) Para el caso de indicadores encaminados a la medición y estandarización de 

tiempos, la situación se complica. Los indicadores de tiempo en la Administración 

Pública tienen una posible deficiencia inherente a su propia naturaleza ya que 

parten de una concepción lineal-cuantitativa del tiempo 

“la metáfora lineal está ligada al concepto de mercancía; con el desarrollo de la 

economía industrial, la concepción lineal de tiempo favorecería (...) la ecuación 

decisiva que asocia la aceleración a la acumulación [y que] confería, de ahí en 

adelante, un valor  humano  al tiempo” (Hassard, 1990). 

 

Desde los comienzos de la Administración como disciplina –proveniente del sector 

privado–, Taylor apareció como el heredero de la fábrica de alfileres de Adam Smith, 

cual sumo sacerdote de la utilización racional del tiempo. Al implementar este tipo de 

controles en el sector público, deberá reconocerse una de sus principales 

peculiaridades: fenómenos tan amplios como los implicados con la Reforma del 

Estado, se ven sujetos a un “tiempo social” más que individual (Uvalle, 1997). Es 

decir, se trata de un tiempo cuya dimensión cualitativa está determinada por las 

                                                           
28

 Un ejemplo clásico de ello lo toma Mintzberg (1999) del sector de la salud pública en Inglaterra: 
un cirujano de transplante de hígado, al operar a 10 pacientes, diría que su índice de éxito era de 
8 sobre 10. “Contaba hígados, no personas”. Un inmunólogo lo pondría en 7 sobre 10, 
argumentando que el cirujano no debería de haber operado a la persona que tenía cáncer. Las 
enfermeras, por último, dirían que era de 3 sobre 10, considerando la calidad de vida 
postoperatoria. No existe, por tanto, one best way para valorar el desempeño. 
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creencias y las costumbres de la colectividad, lo cual    se traduce en los ritmos, las 

pulsaciones y la cadencia de la vida  social 

“estos sistemas al contrario de aquellos que reposan sobre un paradigma lineal, 

no suponen una uniformidad de ritmos, ni divisibilidad en las duraciones, ni en la 

suma de momentos. Ellos enfatizan la experiencia cultural en la construcción de 

significados tratando de explicar el carácter cíclico y cualitativo del tiempo social” 

(Gurvitch, 1958, citado en Hassard,  1990). 

 

Ese carácter cíclico se ve acentuado por el reconocido planteado en la 

administración pública, mediante el cual la línea más corta para unir dos puntos no 

es una línea recta (Uvalle, 1998). En el sector público, el cálculo del tiempo es, en 

gran medida, un orden negociado, una elaboración colectiva en la que los actores 

tienen todo un repertorio defensivo de elaborados instrumentos propios de la 

“organización informal” –en términos de la teoría de las Relaciones Humanas–, que 

les permiten influir en los ritmos de producción. 

 

Reflexiones finales: sobre los obstáculos a la transferencia de culturas propias 

de cada modelo organizacional 

Ésta es una temática que, por sí misma, ameritaría destinar varios libros completos. 

No basta con transferir una estructura; habría además que adaptar e innovar sobre 

ella pues “la sola imitación corresponde a una repetición artificiosa de formas 

externas carentes de significado”, por lo que, dejando atrás la supuesta “neutralidad 

técnica de los métodos administrativos”, debería reconocerse que “la transferencia 

de modelos organizacionales corresponde también a una transferencia de orden 

cultural, lo  que  implica  la  incorporación de hábitos y prácticas ligados a formas de 

pensar y sentir” (Barba y Solís, 1997: 146). 

Se trata de un problema que va más allá del traslado de incentivos pretendidamente 

universales por ser considerados como racionales, propios del sector privado, dado 

que la cultura  organizacional  es,  como  el  “cemento”,  difícilmente  transferible:  

está  en todas partes, es el elemento que articula el resto de las piezas de la 

organización y que consigue cierta solidez, por lo que “lo más fácil es definir y 

analizar cada una de las piezas de la estructura administrativa, pero es muy difícil 
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